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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 27 de junio de 2018, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, de Lázzari, Kogan, Genoud, se reúnen los señores Jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 129.539-RC, "F. C., A. M.. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en causa n° 77.300 del Tribunal de Casación, Sala VI".

A N T E C E D E N T E S

La Sala VI del Tribunal de Casación Penal, mediante el pronunciamiento dictado el 20 de octubre de 2016, resolvió hacer lugar a la queja interpuesta y rechazar ‑por mayoría- el recurso homónimo deducido por la defensa oficial a favor del señor A. M. F. C. contra el decisorio de la Sala I de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Morón que ‑en lo sustancial- confirmó la resolución del doctor Bellido, en su carácter de juez ‑del mismo departamento judicial- a cargo de la ejecución penal, en cuanto dispuso no hacer lugar a la solicitud de salidas transitorias y de "régimen abierto" en beneficio del nombrado, rechazó el planteo de inconstitucionalidad del art. 100 de la ley 12.256; aunque también resolvió ‑a tenor de las consideraciones que expuso- el ingreso del nombrado F. C. al "régimen semiabierto" de modalidad limitada (v. fs. 70/85, en relación con fs. 24/27).

Frente a lo así decidido, la señora defensora adjunta de casación dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 132/149), el que fue concedido por el Tribunal de Alzada (v. fs. 150/151 vta.).

Oído el señor Procurador General (v. fs. 156/162 vta.), dictada la providencia de autos (v. fs. 163) y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I.1. En la presentación inicial que encabezó como solicitud de salidas transitorias y régimen abierto, e inconstitucionalidad del art. 100 de la ley 12.256, el señor defensor oficial de F. C., sostiene que tal beneficio es necesario a los fines de afianzar y mejorar los lazos familiares y sociales, como forma progresiva de reinserción social en los términos del art. 18 de la Constitución nacional y demás del bloque de constitucionalidad que cita (v. fs. 1 y vta.).

Relata que al joven F. se le impuso la pena de quince años de prisión por resultar coautor de los delitos de robo agravado por el uso de arma de fuego reiterado ‑tres hechos-, portación de arma de fuego de uso civil sin la debida autorización legal y homicidio criminis causae, cometido mediante el empleo de arma de fuego, todos en concurso real entre sí, sentencia que se encuentra firme. Dice que el 19 de diciembre de 2013 el Tribunal de Alzada local dictó sentencia de pena única, condenando a F. a veintitrés años de prisión, comprensiva de la antes indicada y de la pena única de diez años dictada en el proceso tramitado en el Departamento Judicial de Mar del Plata (v. fs. 1 vta.), que no se encuentra firme, al hallarse tramitando recurso extraordinario ante esta Corte (legajo casatorio n° 63.660). Aduna que se encuentra anotado a disposición conjunta del Tribunal de Alzada local y del Juzgado de Ejecución Penal n° 1 de Mar del Plata, ante el cual peticionó el mismo beneficio.
En lo sustancial, reclama la declaración de inconstitucionalidad del art. 100 de la ley 12.256, en tanto "...veda el acceso a las salidas transitorias" respecto de quien se encuentre condenado por el delito de homicidio del art. 80 inc. 7 del Código Penal, tal la situación de F. C. (v. fs. 2); sin perjuicio de señalar que ‑a su entender- esa prescripción no resulta de aplicación respecto de una condena emitida en un proceso de responsabilidad penal juvenil en razón del propósito prioritariamente resocializador que lo gobierna (v. fs. 2 y vta.).
Refiere que la exclusión de los condenados por homicidio agravado del art. 80 inc. 7 del Código Penal a la concesión de los beneficios de régimen abierto, salidas transitorias, libertad asistida, prisión discontinua o semidetención, vulnera el régimen de progresividad de ejecución de la pena, así como las garantías de igualdad ante la ley, la dignidad y trato humanitario y el principio de legalidad, entre otros (arts. 16, 18 y 19, Const. nac.), por lo que corresponde la declaración de inconstitucionalidad pretendida (v. fs. 3 vta. y 4).

Sostiene que están dados los requisitos legales para acceder al beneficio. El temporal, pues, el detenido se halla dentro de los seis meses antes del otorgamiento de la libertad condicional, a tenor de la interpretación que postuló respecto de las reglas respectivas en la ley provincial y su par nacional 24.660 (v. fs. 6). Y, en cuanto a su conducta afirma que F. ha demostrado "...encauzar su comportamiento a una normativa de convivencia, respetando a pares y a [las] autoridades, procurando su formación integral a través del estudio" (fs. 4).

I.2. El 26 de agosto de 2015, el juez a cargo de la ejecución penal ‑por las razones que expuso- concluyó que resultaba constitucionalmente inobjetable el art. 100 de la ley 12.256; y siendo que F. C. está condenado por sentencia firme (más allá de que no lo esté la pena única impuesta), entre otros delitos, por homicidio criminis causae contemplado entre las prohibiciones fijadas por dicho precepto, le denegó la solicitud de ingreso al régimen abierto y salidas transitorias (arts. 100 y 146 y concs., ley 12.256; v. fs. 9/11 vta.).

I.3. Apelado ese pronunciamiento por la defensa de F. C., el 14 de marzo de 2016, el Tribunal de Alzada departamental confirmó lo actuado por el juez de ejecución en cuanto dispuso no hacer lugar a la solicitud de salidas transitorias y de "régimen abierto" en beneficio del nombrado y rechazó el planteo de inconstitucionalidad del art. 100 de la ley 12.256.

Sin embargo, aun cuando consideró acertado lo sostenido por la defensa acerca de que el actual texto de la norma "...no impone restricción alguna para vedar el ingreso al régimen abierto de los condenados a determinados delitos (como si lo hacían las anteriores leyes n° 12.543 y 13.177)", siendo dicho régimen el de "...máximo tratamiento autogestivo dentro del sistema carcelario con el menor control penitenciario posible", consideró que "...por el momento A. M. F. C. precisa transitar un paulatino camino hacia su reinserción, fortaleciendo los logros obtenidos para que pueda seguir avanzando en el proceso que implica una futura externación; máxime si se tiene[n] en cuenta las numerosas sanciones disciplinarias de las que fue pasible [...] y los constantes realojamientos..." (fs. 26).

En consecuencia, merced al tiempo de detención que lleva cumplido y "...con el propósito de dar un primer paso en la progresividad del tratamiento carcelario y que éste logre poseer un control de autogestión...", dispuso "...el ingreso del nombrado F. C. al régimen semiabierto de modalidad limitada" (fs. 24/27; énfasis añadido).

I.4. La defensa interpuso recurso de casación (v. fs. 37/56), que fue denegado por el tribunal del pronunciamiento cuestionado por reputar que no se trataba de una sentencia definitiva o equiparable a tal, y ‑a todo evento- porque ya se hallaba satisfecha la garantía del doble conforme, a tenor de las previsiones del art. 450 del Código Procesal Penal (v. fs. 57 y vta.).
I.5. Ante la queja interpuesta por la denegación de la vía casatoria, el tribunal del recurso ‑tras validar su equiparación a definitiva- la admitió en pos de garantizar su tratamiento y eventualmente su tránsito hacia el Superior Tribunal, en razón de hallarse en juego con cariz federal la validez constitucional del art. 100, primer inciso del cuarto párrafo de la ley provincial 12.256.

En ese mismo pronunciamiento del 20 de octubre de 2016, la Sala VI del Tribunal de Casación Penal ‑por mayoría- confirmó lo actuado en torno a la validez constitucional del precepto en cuestión, que hizo extensible al art. 56 bis de la normativa nacional 24.660.

El voto de la mayoría sostuvo que siendo la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal un acto de suma gravedad institucional, ella "debe obedecer a una cuestión grave y manifiesta", circunstancia que no tuvo por configurada en el caso, toda vez que más allá de presumirse su validez, la interpretación propiciada respecto de la norma en cuestión no hace más que introducirse en "temas relativos a la política criminal del Estado", quedando el control de constitucionalidad de incumbencia de los tribunales ceñido "...al examen de si [la] ley es o no razonable, pero no llega al de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones", con citas de precedentes de este Tribunal y la Corte nacional (v. fs. 82 vta./83 vta.).

Con tales lindes, destacó que no se advertía la alegada violación al principio de igualdad ante la ley (art. 16, Const. nac.), "...dado que nada impide que se otorguen a unos ‑los condenados a otros delitos- ciertas concesiones que no se confieren a quienes no están en análoga situación" y que "...la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación referente a la garantía de igualdad ante la ley ha quedado plasmada cuando se refiere a 'la igualdad de iguales en iguales circunstancias' (Fallos, 1999- III 2701- y siguientes [...] de modo tal que resulta imposible sostener la violación a la garantía invocada toda vez que no hay distingos en el universo de sujetos que revisten iguales calidades" (fs. 83 vta. y 84).

Tampoco consideró conculcado el principio de resocialización, en tanto ‑sostuvo- "...el condenado podrá lograr una paulatina atenuación de las restricciones inherentes a la pena al obtener un cambio de sección o grupo dentro del establecimiento penitenciario o su traslado a otro (art. 14 de la ley de ejecución penal nacional 24.660)" y que "...en los últimos seis meses de su condena previos al otorgamiento de la libertad condicional si correspondiere, será pasible de adquirir salidas transitorias a razón de un día (1) por cada año de prisión o reclusión cumplida en los cuales haya efectivamente trabajado o estudiado (art. 100 párrafos 5, 6, 7 y 8 de la ley de ejecución penal provincial 12.256)" (fs. 84).

II. En el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley bajo estudio, la señora defensora oficial adjunta insiste con la solicitud de declaración de inconstitucionalidad del art. 100 de la ley 12.256 y consecuentemente del art. 14 segunda parte del Código Penal (v. fs. 137).

II.1. Alega que los fundamentos dados por la mayoría del pronunciamiento impugnado carecen de la debida fundamentación y resultan violatorios de derechos constitucionales y convencionales, y que intentará demostrar que la declaración de inconstitucionalidad pretendida deviene imprescindible a fin de mantener incólume el principio de igualdad ante la ley y hacer efectiva la finalidad resocializadora que la Constitución prevé para las penas privativas de libertad, de conformidad con los arts. 18 de la Constitución nacional; 7 y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (v. fs. 137 vta./138 vta.).

Luego de efectuar diversas consideraciones teóricas en punto a la finalidad de la pena conforme los postulados de la prevención especial positiva (v. fs. 138 vta./142 vta.), señala que no corresponde vedarle a su asistido el acceso a la última etapa del régimen de ejecución de la pena, cuando se encuentra demostrado en la causa que adquirió todas las herramientas necesarias para reinsertarse en la sociedad, en razón del delito cometido (v. fs. 142 vta.).

Explica que "...la ley no puede estatuir anticipadamente que los individuos que cometieron los delitos enunciados en la norma van a cumplir la totalidad de su pena prisionizados, sin siquiera haber recibido tratamiento alguno y menos aún verificado mínimamente si el que se le brindará surtirá efecto" (fs. 143 vta.).

Dice que el "...tratamiento diferente que se propone incumple con la manda constitucional pues el fin de resocialización deja de ser el 'esencial', como marcan el Pacto y la Convención, ya que, como se ha demostrado resulta imposible lograr dicho fin desde una situación de encierro" (fs. ibidem).

II.2. En segundo término, denuncia la violación al principio de igualdad ante la ley, en el entendimiento que "...restringir el régimen de progresividad en la ejecución de la pena a determinados ciudadanos (arts. 1 y 6 de la ley 24.660 y 4 de la ley 12.256, 18 de la C.N. y 5.6 de la C.A.D.H.), haciendo fincar tal restricción en el delito cometido, no sólo le quita a la pena el objetivo constitucional y convencionalmente asignado, sino que además, organiza la discriminación de un grupo de personas sobre una base no razonable". Dice que "La selección es arbitraria porque no guarda ninguna relación con el derecho que se va a modificar" (fs. 146); y no se explica el criterio del legislador "...para agrupar los tipos penales enunciados en los arts. 14 del Código Penal, 100 de la ley 12.256 y 56 bis de la ley 24.660" (fs. 147 y vta.). Pues, "Sólo se habla de gravedad de los hechos como factor común a todos los delitos", cuando siendo todos ellos graves "...no son los únicos que el Código contempla" (fs. 147 vta.).
Invoca los precedentes "Napoli" y "Veliz Linda Cristina s/ causa N° 5.640" de la Corte federal (v. fs. 146 vta. y 147).

Finalmente solicita se declare la inconstitucionalidad de los arts. 14 segunda parte del Código Penal y 100 de la ley 12.256, concediendo las salidas transitorias del penado F. C., y en subsidio se anule la sentencia impugnada y se ordene dictar un nuevo pronunciamiento acorde a derecho (v. fs. 148 vta.).

III. El señor Procurador General aconsejó el rechazo del recurso (v. fs. 156/162 vta.). Concuerdo con esa solución.

IV.1. Inicialmente debo señalar que la solicitud de que se declare la inconstitucionalidad del art. 14 del Código Penal, segunda parte, es inadmisible por resultar extemporánea, pues ‑aunque ahora la presenta como conexión lógica del reclamo principal- no fue sometida a la decisión de las instancias anteriores cuando era posible (v. fs. 12/22 vta. y 37/56), articulándose ‑con ese alcance- recién en oportunidad de interponer el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley bajo estudio.

Y tengo reiteradamente dicho que la extemporaneidad del planteo del caso constitucional resulta suficiente para su desestimación (conf. CSJN Fallos: 330:1759, sent. de 17-IV-2007; e.o.), de conformidad con las consideraciones vertidas en mi voto en P. 107.711, sentencia de 6-X-2010; entre muchas otras, las que doy aquí por reproducidas.

IV.2. Respecto de la inconstitucionalidad del tantas veces mencionado art. 100 de la ley 12.256 ‑siendo lo único aquí discutido, al imposibilitar el ingreso del penado a las salidas transitorias-, tal como lo ha resuelto el a quo, una declaración de tal índole es la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del ordenamiento jurídico (conf. CSJN Fallos: 260:153; 286:76; 288:325; 300:241 y 1087; 301:1062; 302:457 y 1149; 303:1708; 316:842 y 324:920; e.o.). Y, por ello, no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca al derecho o la garantía constitucional invocados (conf. CSJN Fallos: 315:923; 321:441 y consid. 21° del voto en disidencia de los doctores Belluscio, Boggiano y Maqueda, in re "Provincia de San Luis v. Estado Nacional s/acción de amparo", sent. de 5-III-2003).

Los reparos traídos por la defensa para confutar lo resuelto por el Tribunal de Alzada no pasan de una interpretación distinta de la figura en trato, que no demuestran de modo inequívoco su contrariedad con el principio de resocialización invocado y el de igualdad ante la ley (arg. arts. 495, CPP y 15, ley 48).

Sobre el primero de los indicados, no explica su concreta y real afectación. Pese a denegarle las salidas transitorias por hallarse proscriptas en virtud de uno de los delitos objeto de condena, el Tribunal de Alzada local concluyó en la posibilidad de su ingreso al "régimen abierto", sin perjuicio de que ‑por los informes de los que hizo mérito acerca de sus reiteradas sanciones disciplinarias- consideró que todavía no correspondía su inclusión en aquél, pero si en uno "semiabierto", pudiendo con el correr del tiempo y su avance conductal, progresar a uno de mayor autogestión, en decisión que ‑como se reseñó- llega en ese punto inconmovible.

Entonces, la efectiva inclusión en el régimen semiabierto y lo añadido en el voto de la mayoría del órgano casatorio respecto de la posibilidad de "salidas" con el alcance que modula el art. 100 en los párrafos quinto, sexto, séptimo y octavo de la mentada ley 12.256, evidencian que la finalidad resocializadora ‑a remolque del régimen de progresividad de la ejecución de la pena- no está ausente en el caso, aunque con otra intensidad en razón de la gravedad de uno de los delitos de la condena.

Como se ve, el recurrente no ha reparado en que el a quo no interpretó que la norma establezca una proscripción absoluta de acceso a las salidas transitorias, sino un alcance modulado en función de la gravedad del homicidio criminis causae, lo cual deja a sus reclamos sin sustento firme, al insistir que la norma lo obliga a cumplir la totalidad de su pena prisionizado, sin siquiera haber recibido tratamiento alguno, con total desconsideración de las concretas particularidades de lo acontecido en la causa (arg. art. 495, CPP).

En cuanto al argumento que involucra el principio de igualdad ante la ley, el recurrente no refuta idóneamente la respuesta del a quo, expuesta en línea con lo sostenido por esta Corte al decidir que la imposibilidad de acceder a cierta libertad anticipada en el ámbito de ejecución de la pena (v.gr.: la libertad condicional o aquí mutatis mutandi las salidas transitorias) por haberse cometido cierta clase de delitos especialmente graves (conf. art. 14, Cód. Penal, según ley 25.892 ‑B.O., 26-V-2004- y luego ampliado el catálogo de delitos incluidos por ley 27.375 ‑B.O., 28-VII-2017- o art. 100, ley 12.256 y 56 bis, ley 24.660), no importa una distinción reñida con la Constitución nacional (conf. causa P. 126.187, sent. de 4-VIII-2016).

Además, como la propia parte lo reconoce, los fallos de la Corte federal que menciona "Nápoli" y "Véliz" fueron dictados en función del principio de inocencia, que ampara a todos los procesados sin que se habiliten particulares modulaciones que lo pongan en jaque, lo cual es bien distinto a la problemática aquí en ciernes.

Por todo lo expuesto, voto por la negativa.
El señor Juez doctor de Lázzari, la señora Jueza doctora Kogan y el señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron también por la negativa.
Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador General, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, CPP).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.


EDUARDO NESTOR DE LÁZZARI


DANIEL FERNANDO SORIA
         LUIS ESTEBAN GENOUD


HILDA KOGAN



R. DANIEL MARTINEZ ASTORINO 



Secretario
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